



Facultad de Derecho y Ciencias Humanas 
 





INDEPENDENCIA JUDICIAL Y EL 
CONTEXTO DE AFECTACION AL 
PRINCIPIO DE LEGALIDAD EN LA 
MOTIVACION DE SENTENCIAS 
 
Autor: Carla Fiorella González Botto 
 
Para obtener el Título Profesional de  
Abogado 
 
Asesor: Ernesto Lechuga Pino 
 
 

















La Independencia judicial en el Perú, tiene una ubicación histórica que aparece en el 
periodo de la independencia exactamente el 08 de octubre de 1821, a través del 
Estatuto Provisional para los Tribunales de Justicia en los departamentos libres; 
empero posteriormente es desarrollada de forma detalla en la Constitución Política del 
Perú de 1979, Constitución Política del Perú de 1993 y de forma técnica en la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de 1993. Además de llevar a cabo una breve recopilación 
de la legislación internacional sobre la independencia judicial, propuesta organismos 
de alcance internacional. 
La objetivo que impulso el desarrollo de la independencia judicial fue proporcionar a 
los magistrados nacionales una herramienta que impida que los factores externos tales 
como presiones políticas, mediáticas, económicas o sociales afecten el desarrollo de 
desarrollo de la labor jurisdiccional a través de las resoluciones judiciales sin afectar el 
principio de legalidad que debe ser la fuente de toda clase de resolución sean estos: 
autos, decretos o sentencias. 
Por ello, el presente trabajo desarrolla un análisis jurídico de los conceptos que los 
juristas a nivel internacional han desarrollado sobre la independencia judicial; además 
de realizar un estudio de la evolución legislativa sobre la independencia judicial en los 
países propuesto a nivel internacional. 
Así pues, la finalidad del presente trabajo es aportar recomendaciones que permitan 
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La presente investigación contiene un análisis histórico sobre el origen de la 
independencia judicial en el Perú y un análisis de los conceptos relacionados 
desarrollados por reconocidos juristas a nivel internacional. 
 
Los objetivos de la presente investigación buscan determinar los beneficios que aporta 
la independencia de los magistrados a los órganos judiciales de los países propuestos; 
conocer las innovaciones legislativas nacionales en la República del Perú y en 
contexto nivel internacional. 
 
La finalidad que inspira la investigación es proporcionar criterios que permitan mejorar 
el desarrollo de la independencia judicial, incrementando la confianza del ciudadano 
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ORIGEN Y EVOLUCIÓN HISTÓRICA DE LA INDEPENDENCIA JUDICIAL 
 
1.1 Origen y evolución histórica de la independencia judicial en el derecho 
peruano. 
 
En España las nuevas tierras conquistadas quedaron atribuidas a Castilla, como 
consecuencia de ciertas circunstancias de hecho históricas, como, por ejemplo: la 
necesidad de poner el nuevo mundo la dependencia de una monarquía ya constituida, 
la orientación de los castellanos hacia las empresas en el atlántico, etc. 
 
Pero la incorporación formal de los territorios de indias a la corona española se dio 
cuando Carlos V, jurado como rey de Castilla, en las cortes de Castilla en Valladolid en 
1518. El nuevo soberano afirmó “Que esas tierras eran bienes realengos y propiedad 
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pública de la monarquía en las provisiones expedidas a los procuradores indianos”: 
(Roberto Bergalli, 1984. Pp.5). 
 
Empero la amplitud creciente de la empresa en américa obligó a los monarcas de 
Asturias a conceder mayor autonomía a las Indias que se convirtieron en reinos 
análogos. 
 
Más tarde en la historia de la monarquía española, la corona Borbónica acentuó la 
unidad de los reinos de las Indias y también la subordinación política y económica de 
las Indias respecto a la corona española. 
 
En el Perú la justicia impartida por manos de los hombres y no como producto de la 
divinidad aparece a partir del siglo XVI con la llegada de los conquistadores al imperio 
del Tahuantinsuyo. 
 
La organización estructural de justicia instaurada en el Perú por los conquistadores fue 
muy similar a la que se aplicaba en España, en la cúspide se encontraba el rey de 
España, seguido por el supremo consejo de indias, el virrey, el tribunal de la real 
audiencia, las intendencias, gobernador o regimiento (en caso de que el gobernador 
no sea letrado) y los cabildos. 
 
Así pues, al principio de la época colonial, el virrey era la máxima autoridad encargado 
de observar y hacer cumplir las leyes en las Indias, pero sus decisiones podían ser 
revisadas por el supremo consejo de indias en representación de la máxima autoridad 
que era el rey de España. 
 
En dicho contexto, la fórmula de justicia con origen en la Constitución de Cádiz y 
trasplantada a nuestro país fue la llamada justicia municipal; mediante la cual los 
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alcaldes (quienes ejercían la función de jueces) de una determinada región. Sobre el 
particular si eran abogados impartían justicia de forma directa en relación a los 
conflictos sociales, si no lo eran debían hacerlo a través de dos miembros del 
regimiento, quienes eran letrados y decidían si la validez del fallo era firme o podría 
ser apelado en la Real Audiencia. 
 
La justicia municipal bajo el modelo del conquistador, que es el origen más antiguo de 
la independencia judicial peruana, perduró en nuestro país hasta inicios de la 
independencia. Debemos resaltar por ejemplo que el 08 de octubre 1821 se incorporó 
el Estatuto Provisional para los Tribunales de Justicia en los departamentos libres, que 
describe en su sección séptima, artículos 1, 2, 3 que el poder judiciario de ejercería a 
través de la Alta Cámara de Justicia, empero fue hasta enero de 1822 que la junta de 
asuntos civiles fue disuelta y los expedientes respectivos pasaron a ser revisados por 
la Alta Cámara de Justicia. 
 
Así pues, en la Constitución Política del Perú de 1979 en su título IX referente al Poder 
Judicial artículo 233 referente a las garantías de la administración de justicia inciso 2 
denominada explícitamente la independencia judicial como: independencia de ejercicio 
con relación a otras autoridades y a la obligación de impartir justicia; como en su 
artículo 242 inciso, referente a los derechos que el estado garantiza al magistrado, 
atribuyéndole sujeción exclusiva a la constitución y a la ley. 
 
Como podremos observar el derecho de independencia judicial en nuestro país fue 
evolucionando en el tiempo, por ello la actual Constitución Política del Perú de 1993 en 
su título Vlll artículo 139 inciso 2, referente a los principios y derechos de la función 
jurisdiccional señala la independencia judicial en el desarrollo funcional, con similar 
redacción que la anterior constitución, adicionándose que la independencia judicial no 
afectará el derecho presidencial de gracia, ni las comisiones de investigación 
pág. 10 
 
efectuadas por el Congreso de la República, con la salvedad de que las 
investigaciones no deberán interferir en el procedimiento jurisdiccional, ni surte efecto 
jurisdiccional alguno. 
 
Con relación a la constitución política de 1993, deviene la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de 1993 que desarrolla el derecho de independencia judicial en su artículo 1 
referente a la potestad de la función jurisdiccional y su artículo 1, 2 referente la 
autonomía e independencia judicial funcional respecto de otros órganos y dentro del 
mismo; pero la independencia judicial se encuentra desarrollada también en su artículo 
16 de forma más detallada como independencia judicial en su actuación jurisdiccional, 
señalando la independencia como un derecho del magistrado pero sumándole la 
concepción de principio fundamental de la administración de justicia.1 
 
1.2 Origen y evolución histórica de la independencia judicial en el derecho 
internacional 
 
La normativa internacional está en constante desarrollo, razón por la cual la Carta 
Democrática Interamericana en su artículo 3 señala que: “Entre los elementos de una 
democracia representativa se debe contar con la separación de poderes e 
independencia de los poderes públicos”. La Organización de Estados Americanos 
(OEA) con motivación en la Carta Democrática Interamericana, expresó en el informe 
anual del Comité Jurídico interamericano, el 23 de febrero del 2003, en sus páginas 
135-136, la importancia de promover un código de ética judicial como una nueva 
herramienta que permita mejorar la imagen de la justicia, en respuesta a la crisis de 
legitimidad judicial en los diferentes países miembros. 
 




El Comité Jurídico de la OEA (2003), en la Ciudad de Lisboa los días 03 a 05 de mayo 
de 2006, creó el Código Modelo Iberoamericano de Ética Judicial para fortalecer el 
compromiso institucional y la legitimidad de los Órganos del Poder judicial en la región.  
 
El referido Código, consta de dos partes, la primera comprende una exposición de 
principios básicos desarrollada en trece artículos: Independencia, imparcialidad, 
motivación, conocimiento y capacitación, justicia y equidad, responsabilidad 
institucional, cortesía, integridad, transparencia, secreto profesional, prudencia, 
diligencia y honestidad profesional.  
 
En la segunda parte se desarrollan las funciones de la Comisión Iberoamericana de 
Ética Judicial, órgano creado para asesorar a los diferentes poderes judiciales cuando 
estos lo requieran, creando un espacio de discusión, difusión y desarrollo de la ética 
judicial.  
 
La comisión está integrada por 09 miembros que deberán estar vinculados directa o 
indirectamente con el quehacer judicial y un secretario ejecutivo, siendo el tiempo 
máximo de duración del cargo 04 años, con la prerrogativa de poder ser reelectos.  
 
Todos los cargos de la comisión son honoríficos, y son electos mediante la proposición 
de cada uno los países miembros de la XIII CUMBRE JUDICIAL IBEROAMERICANA. 
 
Ninguno de los dictámenes es vinculante, ni obliga a los Poderes Judiciales o 

















ANÁLISIS CONCEPTUAL DE LA INDEPENDENCIA JUDICIAL. 
 
2.1 Independencia de la autoridad jurisdiccional. 
 
El connotado jurista colombiano “Echandía”, acertadamente refiere que la función de 
independencia jurisdiccional tiene una relación de sujeción únicamente con la ley, 
convirtiéndose así en la garantía de la equidad que debe existir en el proceso, como 
reflejo del principio procesal de imparcialidad; principio rector la función jurisdiccional 
que es conecto a al principio de independencia líneas arriba antes señalado. 
 
En dicho contexto el jurista señala: “para que se pueda obtener el fin de una recta 
aplicación de la justicia, es indispensable que los funcionarios encargados de tan 
delicada y alta misión puedan obrar libremente en cuanto a la apreciación del derecho 
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y de la equidad, sin más obstáculos que las reglas que la ley les fije en cuanto a las 
formas de adelantar el proceso y de proferir su decisión”. (Echandía Devis Hernando, 
1997. Pp. 56). 
 
2.2 Independencia judicial: externa e interna 
 
Como señala “Monroy” la independencia jurisdiccional externa es la función que 
garantiza la no intervención de factores exógenos al órgano jurisdicción como por 
ejemplo: Presiones Políticas, económicas, mediáticas, etcétera, en la labor de 
administración de justicia que los jueces desempeñan. 
 
Por lo tanto, “Cuando se utiliza el concepto independencia judicial, que debe advertirse 
que esta tiene por lo menos dos manifestaciones, la independencia de la institución, 
que bien puede denominarse autonomía, aun cuando el uso de esta última puede en 
algunos contextos ser entendida como exagerada y, por otra, la independencia del 
juez es decir la funcional. Esta última puede, a su vez, clasificarse en externa e 
interna”. (Monroy Gálvez juan, 2005. Pp. 490-492). 
 
Empero la independencia interna es la función que garantiza la libertad de actuación y 
criterio, que los jueces tienes en relación a sus pares dentro del órgano jurisdiccional. 
 
Como refiere “Zaffaroni”, Citado por “Monroy”, la independencia externa es la garantía 
de libertad con la que cuentan los jueces respecto de los otros       
 
Órganos del Estado, grupos de presión mediáticos o económicos; mientras que la 
independencia interna permite que exista una relación horizontal dentro del órgano 
jurisdiccional entre los diferentes jueces, de las diferentes instancia y especialidades 




En ese sentido, “Un juez independiente no puede concebirse en una democracia 
moderna como un empleado del Legislativo o del Ejecutivo, pero tampoco puede ser 
un empleado de la Corte o Tribunal Supremo. Un Poder judicial no se concibe hoy 
como una rama más de la administración y, por ende, no puede concebirse su 




2.3 Independencia judicial como función y como garantía. 
 
Según “Diez Picazo”, la única limitación a la independencia del juez es la ley, 
precisamente, porque la finalidad de la función de independencia jurisdiccional es 
garantizar la libertad de criterio y actuación del juez de cualquier factor que pueda 
quebrar el estricto cumplimiento de los principios de imparcialidad y legalidad, ambos 
principios conexos al oficio que el juez desempeña en la administración de justicia. 
 
“Dice en este orden de ideas el artículo 117.1 CE: <<La justicia emana 
del pueblo y se administra en nombre del Rey por Jueces y Magistrados 
integrantes del poder judicial, independientes, inamovibles y sometidos 
únicamente al imperio de la ley>>. El rasgo más sobresaliente, pues, del 
oficio del Juez radica en que debe ejercer la potestad jurisdiccional de 
forma independiente, o sea, sin hacer consideraciones ajenas al 
<<imperio de la ley>>, que puedan inclinar la balanza de la justicia hacia 




Sin embargo, el jurista español realiza un análisis más extenso en relación al principio 
de independencia jurisdiccional, dividendo el principio en dos: Independencia externa e 
independencia interna. 
 
La independencia externa, señala el autor, es la independencia que libra al juez del 
yugo del Rey, poder ejecutivo, grupos presión mediáticos o económicos. En síntesis la 
independencia externa garantiza que no exista influencia de los poderes del Estado o 
particulares que afecte la labor de administración de justicia que el juez recibe por 
encargo del pueblo. 
 
Empero, existe otra clase de independencia jurisdiccional menos desarrollada pero 
igual de importante, llamada independencia interna que faculta al juez a esgrimir un 
criterio jurídico personal de apreciación de la norma, que no exige vinculación, 
unificación, ni sujeción a los criterios que pudieran tener sus pares dentro del órgano 
jurisdiccional. Es decir a mérito de conclusión la independencia interna evita toda clase 
de presión del órgano jurisdiccional sobre los magistrados y jueces, creando una 
relación de tipo horizontal,  incluso dentro de una judicatura colegiada, que le permite 
al juez ejercer un voto particular que refleje un criterio jurisdiccional personal que 
pueda diferir del criterio de sus pares. 
 
Así pues, en el Perú país históricamente ligado a España, esta sujeción del juez a la 
ley, se materializa en la Constitución Política del Perú de 1993, a través del artículo 
139 referente a los “principios y derechos de la función jurisdiccional”. 
 
Expone así el Inciso 2: “La independencia en el ejercicios de la función jurisdiccional. 
Ninguna autoridad puede avocarse a causa pendiente ante el órgano jurisdiccional ni 
inferir en el ejercicio de sus funciones. Tampoco puede dejar sin efecto resoluciones 
que han pasado en autoridad de cosa juzgada, ni modificar sentencia ni retardar su 
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ejecución. Estas disposiciones no afectan el derecho de gracia ni la facultad de 
investigación del Congreso, cuyo ejercicio no debe, sin embargo, inferir en el 
procedimiento jurisdiccional ni surte efecto jurisdiccional alguno”. 
 
Que en el Inciso 5 versa: “La motivación escrita de las resoluciones judiciales en todas 
las instancias, excepto los decretos de mero trámite, con mención expresa de la ley 
aplicable y de los fundamentos de hecho en que se sustentan”. 
 
 
2.4 Independencia judicial: Insularidad y neutralidad. 
 
De forma acertada “Larkins” expone que la función de independencia jurisdiccional 
debe garantizar la “neutralidad” del juez al resolver la causa, es decir, de forma 
imparcial vinculando su decisión únicamente con ley más relevante para el caso 
factico a determinar, la neutralidad que debe investir al juez es el reflejo en el sistema 
jurídico anglosajón (common law) del principio de Imparcialidad consagrado como 
función esencial de la labor del juez en el sistema jurídico romano germánico.  
 
El jurista estadounidense, refiere también a la ley como fuente primaria de la 
motivación de la decisión del juez, es decir a lo que el sistema jurídico romano 
germánico nombra como principio de legalidad.  
 
En ese sentido, "En el nivel más básico, la independencia judicial se relaciona con la 
noción de la resolución de conflictos por un "tercero neutral”. 
 
En otras palabras, de alguien que se puede confiar para resolver las controversias 




Es este tipo de independencia que Fiss ha llamado "desprendimiento de fiesta", o la 
idea de que el conflicto debe ser decidido por un juez que no tiene relación con los 
litigantes y ningún interés directo en el resultado del caso”. (Larkins, Christopher M, 
1996, pp. 605–626). 
 
En síntesis de lo descrito por “Larkins”, es preciso resaltas que los principios citados 
anteriormente, sea en el sistema jurídico anglosajón del “common law” o en el sistema 
jurídico romano germánico, son principios conmutativos y conexos, sin los cuales la 
independencia jurisdiccional no podría ser ejercida a plenitud por los magistrados.   
   
Por otro lado, "Un segundo rasgo de la independencia es lo que Fiss ha llamado" 
insularidad política”, o la idea de que los jueces no deben ser utilizados como 
herramientas para otros propósitos políticos ni castigados por la prevención de su 
realización.  
 
Los jueces no pueden ser removidos para llegar a decisiones que no son populares "la 
composición de los tribunales no ser alterados para obtener beneficios políticos y los 
jueces deben ser protegidos de las amenazas que pudieran comprometer su 
imparcialidad”. (Larkins, Christopher M, 1996, pp. 605–626).  
 
La función de independencia jurisdiccional para “Larkins”, cuenta con una segunda 
acepción que determina como “insularidad política”; la insularidad como parte de la 
independencia aísla al juez de los múltiples factores de presión que pueden recaer 
sobre el mismo. 
 
Señala el jurista que los jueces no deben ser removidos por la impopularidad que sus 
resoluciones puedan generar en diputados (congresistas), porque las cortes no deben 
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ser alteradas por decisiones políticas que comprometan la imparcialidad que los 








































LA INDEPENDENCIA JUDICIAL Y LAS VIRTUDES CARDINALES COMO PIEDRA 
ANGULAR EN LA LABOR DEL MAGISTRADO 
 
El aspecto más conflictivo relacionado con la independencia jurisdiccional es la escasa 
aplicación de las virtudes axiológicas como prerrogativas inherentes y concomitantes a 
la labor del juez. 
 
En otras latitudes como en el sistema jurídico anglosajón la insularidad que describe 
“Larkins” es una garantía que facilita la labor que desempeñan los magistrados, 
empero la insularidad entendida como el aislamiento puede convertir al magistrado en 
una isla jurisdiccional, que oponga su criterio personal a los hechos e incluso la ley, 
generando un efecto opuesto a la razón fundamental que inspira el concepto de 




Con la finalidad de evitar el aislamiento de los jueces la Oficina Nacional de Control de 
la Magistratura (OCMA), en el periodo de sesiones de la Sala Plena de la Corte 
Suprema de Justicia de la República del Perú, aprobó  El Decálogo del Juez  los días 
09, 11 y 12 del 2004. 
 
En el Decálogo del Juez, se exponen los diez principios más importantes para la labor 
jurisdiccional que desarrollan los jueces de nuestro país, siendo el noveno principios 
“Independencia e Imparcialidad”, el más importante ya que es una herramienta para la 
búsqueda de la justicia mediante el cumplimiento de valores axiológicos inherente a la 
investidura del juez como: la imparcialidad, independencia, legalidad, lealtad, probidad, 
veracidad y equidad. 
 
En dicho contexto, consideramos que el aspecto negativo más resaltante es la falta de 
cumplimiento de los principios inspiradores de la función pública como son la probidad, 
eficiencia e idoneidad. 
 
Así pues “Ernesto Lechuga Pino”, expone que la función pública está directamente 
vinculada a un conjunto de virtudes cardinales, que son los pilares del adecuado 
desarrollo del funcionario público. 
 
En el Perú las virtudes cardinales citadas jurista peruano, pretenden la obtención de 
mayores niveles de eficiencia del aparato estatal en favor de que se logre una mejor 
atención a la ciudadanía, los señalado por el jurista se encuentran detallado en la ley 
N° 27815, Ley del Código de Ética de la Función Pública. 
 
Las virtudes cardinales como la prudencia, justicia, fortaleza y templanza; son virtudes 
orientadas al desarrollo de dogmas morales que permitan a los magistrados un mejor 
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desempeño personal de la función jurisdiccional que el Estado les asigna en 
representación de la ciudadanía. 
 
Los magistrados tienen la obligación de ejercer justicia, con discreción a las normas y 
los hechos facticos; y transparencia en la realización de las funciones que el Estado 
deposita en ellos a través del órgano jurisdiccional, garantizando la neutralidad en las 
resoluciones que expiden, con la posibilidad de aplicar una sanción, por la imputación 
de responsabilidad si existiere un ejercicio inadecuado en la realización de sus 
funciones. Como expone el jurista: “Es importante entrecruzar las cuatro virtudes 
cardinales, que forman parte de los dogmas axiológicos del ser humano, con su 
aplicación normativa destinada a regular el comportamiento de las personas frente a 
una actividad, en este caso la función pública, donde se traducen a manera de 
principios y deberes, tal como se puede apreciar en el cuadro siguiente”. (LECHUGA 









Como podemos apreciar el derecho transforma todas las virtudes axiológicas del ser 
humano en principios atribuibles al ejercicio eficiente de la función pública, sin 
embargo, los principios que la ley garantiza a los funcionarios públicos se entrecruzan 
con un conjunto de deberes de obligatorio cumplimiento y aleatoriamente vinculados a 
los mismos. 
 
Así pues, es necesario llevar a cabo un ejercicio de reflexión que nos permita clarificar 
que la función de independencia jurisdiccional no es una garantía erga omnes para la 
adecuada y eficiente realización de funciones de los magistrados, sino que la elección 
de personas con principios y valores personales solidos es el único camino para 
alcanzar eficiencia, idoneidad, transparencia y neutralidad en la acción jurisdiccional 




“De la dignidad del juez, depende la dignidad del derecho. El derecho 
valdrá en un país en un momento histórico determinado, lo que valgan 
los jueces como hombres. El día que los jueces tienen miedo, ningún 
ciudadano puede dormir tranquilo”. (Costure J. Eduardo: Introducción al 
Estudio del Proceso civil). 
 
Un juez ético debe ser, por ende, un magistrado axiológicamente libre, con virtudes 





























LA INDEPENDENCIA JUDICIAL COMO HECHO GENERADOR DE CARGA 
PROCESAL Y DE CORRUPCIÓN 
 
En el Perú, la función de independencia jurisdiccional ha sido ampliamente 
cuestionada a lo largo del tiempo, a causa de resoluciones judiciales provistas de 
vicios procesales in iudicando o también llamada error de juicio propio del proceso.  
 
Los errores in iudicando de hecho se presentan al realizarse una interpretación 
diferente de las pruebas actuadas; por el contrario los errores in iudicando de derecho 





Debemos resaltar que la independencia jurisdiccional es frecuentemente cuestionada 
debido a la ponderación del criterio personal de los jueces y magistrados sobre las 
normas y hechos facticos del caso. 
 
Así pues, los magistrados haciendo uso de la función de independencia jurisdiccional 
que conlleva su investidura, oponen su criterio personal generando errores procesales 
que posiblemente culminarán en el procedimiento de queja del magistrado; y la 
apelación de la resolución expedida que deberá ser elevada a la instancia superior 
para que un órgano colegiado resuelva la controversia que generara la resolución. 
 
Empero la carga procesal no es el único inconveniente que ocasiona la mala 
aplicación del principio de independencia jurisdiccional de los magistrados; el 
problema más resaltante de la aplicación ineficiente de esta función es la posible 
comisión de actos de corrupción de funcionarios.  
 
Así pues, los magistrados fundando sus decisiones en un criterio propio y 
personalísimo inclinan la balanza de la justicia favoreciendo a una de las partes 
procesales, para obtener beneficios indebidos de carácter personal de índole 
económica o política, que difieren de los principios procesales y virtudes morales que 
deben orientar su razonamiento a la imparcialidad que la ley exige. 
 
En los siguientes cuadros se expone la cantidad de sanciones impuestas a los 
magistrados en los diferentes distritos judiciales de la república del Perú y la 
clasificación existente de las sanciones, esto nos permitirá realizar un análisis 




Es necesario aclarar que las sanciones impuestas a los magistrados, no responden en 
su totalidad a actos de corrupción, sino a diferentes razones concernientes al 




Sanciones/Distritos Judiciales del Año 2018 - Mes Todos 
Distrito Ene Feb Mar Abr May Jun Jul Agos Seti Oct Nov Dic Total 
AMAZONAS 1 0 10 5 3 1 2 0 8 3 7 0 40 
ANCASH 5 1 6 6 8 8 7 34 14 10 3 0 102 
ANCASH-DEL SANTA 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 
APURIMAC 5 0 25 16 7 3 11 7 8 6 4 0 92 
AREQUIPA 13 0 13 9 14 10 12 17 21 21 8 0 138 
AYACUCHO 2 0 0 3 6 1 4 6 7 2 0 0 31 
CAJAMARCA 5 2 13 2 4 3 5 5 6 8 0 0 53 
CALLAO 6 1 10 6 6 6 9 5 9 4 4 0 66 
CAÑETE 6 0 12 12 11 14 9 11 15 9 9 0 108 
CUSCO 22 2 10 12 16 19 4 17 9 9 3 0 123 
CUSCO-MADRE DE DIOS 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 
DEL SANTA 9 0 22 26 14 5 14 4 3 10 0 0 107 
HUANCAVELICA 0 1 7 3 0 0 2 0 5 3 2 0 23 
HUANUCO 0 2 7 1 2 41 32 26 7 11 1 0 130 
HUANUCO-PASCO 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 
HUAURA 36 4 14 25 12 19 22 17 9 10 0 0 168 
ICA 12 3 10 34 10 20 14 11 11 19 12 0 156 
JUNIN 28 112 5 22 49 29 19 51 22 3 2 0 342 
LA LIBERTAD 2 1 17 22 7 7 7 41 6 6 3 0 119 
LAMBAYEQUE 5 5 8 10 9 9 3 4 3 2 0 0 58 
LIMA 29 1 11 3 10 19 20 123 10 11 10 0 247 
LIMA ESTE 0 1 0 0 0 1 0 1 1 0 0 0 4 
LIMA-NORTE 85 21 118 44 122 81 32 72 57 37 5 0 674 
LIMA-SUR 3 3 11 14 8 0 4 7 4 4 4 0 62 
LORETO 25 2 23 6 13 11 10 15 14 58 1 0 178 
MADRE DE DIOS 0 0 1 2 0 1 2 2 3 2 0 0 13 
MOQUEGUA 3 0 5 2 3 0 4 3 3 4 0 0 27 
O.C.M.A. 66 35 37 48 30 35 48 22 48 30 15 0 414 
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PASCO 3 0 0 0 1 0 1 6 5 2 2 0 20 
              
PIURA 0 3 3 5 12 5 13 3 3 4 2 0 53 
PIURA-TUMBES 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 
PUNO 5 3 19 13 13 21 17 15 15 16 9 0 146 
SAN MARTIN 0 0 4 10 1 2 2 3 4 5 0 0 31 
SELVA CENTRAL 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 
SULLANA 1 0 0 0 0 2 2 1 2 0 0 0 8 
TACNA 8 0 6 8 7 6 4 3 7 9 5 0 63 
TACNA-MOQUEGUA 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 
TUMBES 17 12 16 8 16 3 5 1 3 4 1 0 86 
UCAYALI 10 0 11 19 21 12 24 11 10 16 5 0 139 
VENTANILLA 12 0 2 2 2 5 2 5 6 2 3 0 41 
Total 424 215 456 398 437 399 366 549 358 340 120 0 4062 
              
Sanciones del Año 2018 - Mes Todos 
Concepto Ene Feb Mar Abr May Jun Jul Agos Seti Oct Nov Dic Total 
AMONESTACION 249 111 288 256 291 246 231 344 224 204 85 0 2529 
MULTA 160 84 147 124 132 137 117 172 109 119 32 0 1333 
PROP. DESTITUCION 10 13 15 7 4 6 9 21 15 5 0 0 105 
SUSPENSION 5 7 6 11 10 10 9 12 10 12 3 0 95 
















LA INDEPENDENCIA JUDICIAL Y LA FALTA MOTIVACIÓN DE SENTENCIAS. 
 
La constitución Política del Perú de 1993, a través del inciso 5 del artículo 139 hace 
referencia a los principios de la administración de justicia; hace referencia a la 
motivación de sentencias.  
 
Así pues, nuestra constitución política señala literalmente que “La motivación escrita 
de resoluciones judiciales en todas las instancias, excepto los decretos de mero 
trámite, con mención expresa de la ley aplicable y de los fundamentos de hecho en 




A pesar de la disposición constitucional describe textualmente la constitución, los 
jueces y magistrados oponen su criterio personal fundando su derecho en la función 
de independencia jurisdiccional con la que la constitución los faculta a través del 
mismo artículo que los somete a su predominio. 
 
Frecuentemente en nuestro sistema jurisdiccional los ciudadanos se ven obligados a 
llevar los procesos jurisdiccionales de los cuales son parte a la segunda instancia 
administrativa, para que un órgano colegiado resuelva la resolución a pelada. 
 
Es normal observar que la causa principal de la apelación es la motivación ineficiente, 
errada o la falta de motivación de las resoluciones; este frecuente fenómeno produce 
desconfianza en la sociedad, desprestigiando al órgano judicial y desaviniendo la 
función de independencia jurisdiccional. 
 
Es preciso señalar que actualmente en el Perú, los magistrados haciendo un uso 
inadecuado de la independencia jurisdiccional que la ley les otorga, cambian sus 
decisiones jurisdiccionales aludiendo a su criterio personal; desvirtuando las 
resoluciones que expiden, lo que motiva a que la parte procesal menos favorecida se 


















CASOS EMBLEMÁTICOS RELACIONADOS A LA INDEPENDENCIA JUDICIAL EN 
EL PERÚ. 
 
En el Perú en derrotero de la historia jurisdiccional existen casos positivos y negativos 
respecto del uso de la función de independencia jurisdiccional, en este acápite 
describiremos a mérito de muestra los más resaltante en la historia judicial peruana. 
 
6.1 Casos positivos: 
 




El caso más resaltante en la historia jurisdiccional peruana del milenio pasado, fue el 
caso de Luis Pardo, hermano del derrocado presidente José Pardo y Barreda que fue 
depuesto por el renombrado empresario azucarero y político peruano Augusto 
Bernardino Leguía y Salcedo, quien dio un golpe de estado el 04 de julio de 1919 
mediante el cual fue nombrado presidente provisorio de la República del Perú. 
 
El complejo contexto político peruano luego del golpe de Estado conllevo a un periodo 
histórico de percepciones políticas que alcanzaron a Luis Pardo, quien fue detenido y 
expulsado de nuestro país a la ciudad de Nueva York en los Estados Unidos de 
América sin ninguna razón jurídicamente valida. 
 
Para llevar a cabo persecuciones políticas de este tipo se creó la Ley N° 4007 que 
trasgredía la autonomía e independencia judicial. 
 
La Ley N° 4007 disponía que los jueces y magistrados de la Republica dejaran sin 
efecto todos los procesos judiciales abiertos contra las autoridades políticas, siempre 
fuesen por actos practicados para conservar el orden público de la nación. 
 
Luego del forzado exilio que sufrió Luis Pardo, mediantes un proceso de habeas 
corpus, solicito se le permita retornar al territorio nacional amparado en el derecho a la 
libertad que en el artículo 30 de la Constitución Política del Perú de 1920, que 
expresaba: “Nadie puede ser separado de la Republica ni del lugar de su residencia, 




La corte superior de Lima había desestimado el habeas corpus planteado, 
correspondía por tanto que los magistrados de la Corte Suprema decidieran si el poder 
judicial desestimaría el habeas corpus que se encontraba en trámite o pronunciarse 
respecto de si la ley vulneraba algún derecho constitucional. 
 
Por complejo entorno político que vivía el Perú, se decidió enviar el expediente al 
Fiscal Supremo Guillermo Seoane para que emita opinión respecto a la controvertida 
ley.  
 
El 12 de marzo de 1920, el Fiscal Supremo emitió su opinión expresando que: “La Ley 
N° 4007, no podía impedir al Poder Judicial atender la voz de quienes reclaman 
justicia”.  
 
Guillermo Seoane en la opinión que emitió, afirmó el derecho al acceso a la tutela 
judicial con el que toda persona cuenta; así como la independencia del Poder Judicial, 
frente a los mandatos del Poder Legislativo expresados en la ley en mención. 
 
El 26 de agosto de 1920, la Corte Suprema entonces, amparada en el dictamen fiscal 
aprobó en parte el habeas corpus interpuesto por Luis Parado, pero se pronunció 
respecto de la inaplicabilidad de la ley al caso concreto.  
 
Como podemos observar en el caso propuesto, la independencia jurisdiccional es una 
garantía para el eficiente desarrollo de funciones de los jueces y magistrados, pero 
sobre todo la garantía de que los derechos fundamentales de las personas que la 
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constitución esboza serán efectivamente tutelados por el Estado en el ejercicio 




El segundo caso más resaltante a favor de la independencia jurisdiccional, es el del 
magistrado Domingo García Rada, quien en el año 1967 fue el presidente de la Corte 
Suprema de Justicia del Perú. 
 
En el año 1955 un año antes de las elecciones presidenciales de 1956 convocadas por 
Manuel A. Odría, luego del golpe de Estado de 29 de octubre de 1948 al electo 
presidente Luis Bustamante y Rivero, se publicó la ley N° 11049 denominada ley de 
seguridad interior de la Republica, mediante la cual facultó al entonces Ministro de 
Gobierno a dictar las medidas necesarias para salvaguardar el orden social y la 
tranquilidad política. 
 
Por aquellos años el expresidente Luis Bustamante y Rivero, en el exilio y depuesto, 
decidió a volver al territorio nacional; al negarse su derecho constitucional solicitó 
mediante proceso de habeas corpus que se le facultara al ejercicio de su derecho 
constitucional de libre tránsito para retornar al país desde su exilio. 
 
Así pues, Domingo García Rada fue llamado por Manuel A. Odría el Jefe de Estado de 
la República del Perú en aquel entonces, debido a que en merito a su investidura sería 
el magistrado encargado de dar cumplimiento al proceso de habeas corpus solicitado 




Al llegar García Rada al palacio de Gobierno del Perú, el presidente Manuel A. Odría 
le solicitó que denegara el habeas corpus propuesto; exponiéndole al magistrado lo 
siguiente: “Recuerde esto bien doctor, yo no perdono a quienes no me sirven”  
 
Para lo cual el magistrado García Rada respondió:  
 
“Señor, yo no tengo dinero y vivo de mi sueldo de la Corte, no voy a dejar a mis hijos 
sino mi nombre; mi honor es mi único patrimonio y no lo pierdo; si se lo doy a usted 
señor, ¿Con qué me quedo?, no puedo señor Presidente mi conciencia es lo primero. 
No tengo nada y espero el sexto hijo en estos días, pero quiero dejarles mi nombre tan 
limpio como lo recibí”. 
 
En la sentencia de del 25 de noviembre de 1955 el magistrado García Rada, de 
manera digna emitió un voto singular por medio del cual declaró fundado el habeas 
corpus solicitado por Bustamante y Rivero proponiendo su libre ingreso al territorio 
nacional y ordenando se enjuiciara penalmente al entonces Ministro de Gobierno. Si 
bien lo señalado es cierto, otros vocales declararon en aquel entonces improcedente el 
habeas corpus solicitado, ordenando el archivo definitivo del mismo. 
 
El valiente magistrado logro dejar su honor intacto, realizando un correcto ejercicio de 
la función de independencia jurisdiccional en aplicación de la constitución, norma 




Lo señalado es un claro ejemplo del correcto actuar de un juez en aplicación de un 
principio tan cuestionado en la historia de nuestro país, que nos permite demostrar, 
que cuando un magistrado realiza la función encargada de acuerdo a las virtudes 
morales que todo juez debe personificar, se coadyuva a que el orden constitucional se 
mantenga íntegro en la historia de un país. 
 




Durante el gobierno del presidente Juan Velasco Alvarado, generado a partir de un 
golpe de Estado, 03 de octubre de 1968, que afectó el régimen militar y político, se 
presentó uno de los casos más remotos en relación con la afectación a la 
independencia jurisdiccional, durante dicha época se apreció que la independencia 
jurisdiccional podía ser trasgredida no solo por magistrados faltos de ética profesional, 
sino también por el poder ejecutivo en funciones. 
 
Dicho periodo, para algunos peruanos, fue una etapa de reformas audaces; no solo, 
por la reforma agraria, sino sobre todo por la reforma judicial,  
 
Singularmente considera como un momento histórico caracterizado por las vejaciones 
y el sometimiento de la magistratura peruana. 
 





1) El discurso político del gobierno velasquista ocasionó una crítica agresiva y 
articulada en relación al ejercicio jurisdiccional y al derecho en el Perú, como 
elementos legitimadores del orden social establecido y a la administración de 
justicia como herramienta de sujeción de la clase socio económica alta sobre la 
clase socio económica baja de esa época.  
 
Así pues, expresidente Juan Velasco Alvarado en su mensaje a la nación del 28 
de julio de 1970, expresó lo siguiente: “Uno de los males más enraizados en el 
Perú fue la lenta y defectuosa administración de justicia. El antiguo Poder Judicial 
fue verdaderamente el símbolo de la decrepitud y la insensibilidad de todo el 
orden social establecido”. 
 
Los magistrados de la época reaccionaron con total rechazo a lo expuesto por 
Velasco, señalando que solo existía un retraso imputable a la falta de recursos 
dados por el gobierno y a las leyes procesales que únicamente eran factibles de 
modificar por parte del gobierno. 
 
2) Un segundo aspecto de las reformas del gobierno militar de Velasco, fue la 
creación de cortes especiales para determinados aspectos, sobre todo en relación 
con las reformas sociales vinculadas con la cuestión agraria, los conflictos 




Surgió así un fuero agrario y otro de comunidades laborales, robusteciéndose el 
fuero administrativo para la mejor atención de denuncias campesinas y 
negociaciones colectivas. 
 
En el ámbito de la jurisdicción civil las modificaciones legislativas se orientaron a 
la creación de una vía procesal de habeas corpus, a la aceleración y simplificación 
de los juicios por alimentos, los juicios ejecutivos y de procesos ejecutivos. 
 
Empero la reforma más importante fue la relativa al Poder Judicial, mediante la 
cual se renovó la composición de la magistratura, iniciándose el proceso por la 
Corte Suprema, cuyos miembros en su mayoría fueron cesados mediante la 
imposición de una ratificación extraordinaria y rebajando posteriormente el límite 
de edad para su retiro. 
 
En un aspecto posterior fue la creación del Consejo Nacional de Justicia para 
nombrar, promover y destituir a los jueces del organismo judicial.  Los nuevos 
jueces fueron nombrados preponderantemente por el ejecutivo de la época; 
transgrediéndose de manera tangible la funciones de independencia jurisdiccional 
propia de los magistrados. 
 
Las medidas llevadas a cabo por el gobierno de la época al no haber mejorado las 
condiciones estructurales y presupuestales de la magistratura, encrudecieron el 
problema de la administración de justicia ocasionando un mayor descontento y 




Como podemos observar la intromisión violenta, seguida de una trasgresión legal a la 
independencia jurisdiccional, también puede ser ocasionada por reformas legales 
irresponsables, desmesuradas e improvisadas por el Poder ejecutivo, hecho genera un 
efecto inverso a la aprobación social y eficiencia del Poder Judicial y en consecuencia 




El reciente caso del magistrado Cesar Hinostroza Pariachi expresidente de la Segunda 
Sala Penal Transitoria Suprema, es totalmente opuesto y negativo en relación al 
ejercicio de la independencia jurisdiccional de los magistrados. 
 
El referido magistrado, estuvo vinculado el año 2018 con un conjunto de audios en los 
cuales se escuchó una serie de actos de corrupción, donde se proponía al señor 
Aurelio Quispe, Abogado defensor de una de las partes procesales de una causa 
jurisdiccional, la variación de una resolución de acuerdo a la necesidad de la parte 
procesal acusada en la causa que debía resolver el exmagistrado. 
 
Para esclarecer el caso propuesto, procedemos a copiar la transcripción de un 
fragmento del audio que expone claramente la mala aplicación Hinostroza de la 
función de independencia jurisdiccional. 
“Cesar Hinostroza: Porque es menor de edad, la chica seguro.  
Cesar Hinostroza: ¿Cuántos años tiene? ¿Diez años? 




Cesar Hinostroza: ¿Pero esta desflorada? 
Cesar Hinostroza: Ya. ¿Pero quién le ha hecho eso? 
Cesar Hinostroza: Ya yo voy a pedir el expediente para verlo. ¿Ya? 
Cesar Hinostroza: ¿Qué es lo que quieres que le baje la pena o que lo declaren 
inocente?”. 
 
El extracto de la conversación, es un audio que se hizo público por el portal web IDL 
reporteros; en dicho contexto, el exmagistrado realizaba una llamada telefónica a su 
esposa, cuando en la grabación telefónica aparece la conversación con el citado 
abogado defensor Aurelio Quispe. 
 
Como se desprende de la transcripción del audio, se aprecia que el entonces 
magistrado Cesar Hinostroza, hace una propuesta perversa, éticamente indebida e 
ilegal al abogado defensor Aurelio Quispe. 
 
Al respecto, consideramos que es necesario tener en cuenta que la función de 
independencia jurisdiccional no es la fuente en la que radica el problema de nuestro 
país; sino el ejercicio indebido de la función. Lo que sumado a la deficiente elección, 
así como a la falta de valores éticos y morales de nuestros magistrados, facilitó la 
intervención tendenciosa de terceros para realización de actos de corrupción para 
favorecer a una de las partes, obstruyendo el adecuado ejercicio de la función 



















INICIATIVAS LEGISLATIVAS SOBRE INDEPENDENCIA JUDICIAL. 
 
En los diferentes Estados del mundo se han llevado a cabo modificaciones legislativas 
referentes al ámbito judicial, con el fin de proteger la independencia jurisdiccional de 
los jueces como pilar básico para la eficiente administración de justicia de un país. 
 
Las modificaciones legales llevadas estuvieron frecuentemente vinculadas para la 
atención de algunos elementos básicos como por ejemplo: el presupuesto judicial, los 
nombramientos judiciales y el sistema disciplinario de los organismos jurisdiccionales. 
 
La independencia jurisdiccional tiene un significado más amplio al hecho que los 
magistrados se encuentren exentos de presiones políticas, siendo la independencia el 
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presupuesto básico para una administración de justicia eficiente y confiable para la 
sociedad. 
 
Los jueces tienen la necesidad de contar con independencia en relación a su 
nombramiento, traslados, sueldos, así como también la asignación de casos y el 
calendario de la corte. 
 
 
Empero los métodos más adecuados para garantizar la independencia de los jueces 
son los relativos a los procesos de nombramiento, remoción y supervisión de sus 
labores.  
 
Los procesos para nombrar jueces deben tener como presupuesto fundamental la 
trasparencia en las etapas de la elección, para garantizar que los profesionales que se 
incorporen o asciendan en la carrera judicial sean los más capacitados 
académicamente y moralmente, con sólidos conocimientos para el adecuado 
cumplimiento de la labor jurisdiccional.  
 
En el contexto internacional apreciamos que en la Republica de El Salvador el 
nombramiento de los jueces de la Corte Suprema de Justicia, se lleva a cabo por el 




En la Republica del Uruguay se lleva a cabo un proceso de acceso a la función 
jurisdiccional a través de las denominadas “Escuelas Judiciales”, como mecanismo 
para garantizar la capacidad académica de sus magistrados. 
 
Empero países como Chile, Argentina y Ecuador, no tienen ninguna condición previa 
al acceso al órgano jurisdiccional; teniendo como proceso único haber sido propuesto 
por la Corte Suprema de Justicia del país para la elección posterior por el Presidente 
de la república, como representante máximo del Poder Ejecutivo. 
 
Diferente es el proceso en países como la República del Perú, la República Federativa 
de Brasil y la República Bolivariana de Venezuela, donde el proceso es mixto, 
exigiéndose como requisito para el proceso de acceso al órgano judicial llevar a cabo 
un examen público de méritos, adicionalmente, llevar opcionalmente cursos en las 
escuelas de la magistratura, como mecanismo adicional de puntuación para el acceso. 
 
Los ascensos en la magistratura a nivel internacional tienen un trato procesal 
diferenciado por ejemplo: La República del Ecuador y la República Federal de 
Alemania, cuentan con periodos de prueba mediantes los cuales se lleva a cabo una 
revisión del desempeño jurisdiccional de los magistrados. Sin embargo la República 
del Perú y la República Federativa de Brasil, optaron por revestir la investidura de 
magistrado de la Corte Suprema de Justicia con la prerrogativa de inamovilidad con 
una edad fija para la jubilación de sus magistrados. 
 
En aspecto de reforma legal, aunada al salario de los jueces, países como la 
Republica del Uruguay, la Republica de Paraguay y la República Bolivariana de 
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Venezuela establecen un monto salarial para sus magistrados haciendo una analogía 
entre el sueldo de otros servidores públicos  como ejemplo ministros de Estado. 
 
Otros países como la República del Perú y la República Federativa de Brasil regulan 
los sueldos de la magistratura a través del concepto de sueldo adecuado o propio a la 
investidura de magistrado. 
 
Los siguientes cuadros muestran la base salarial tanto en dólares como monto de 









Fuente: El sector judicial en América Latina y el Caribe 
 
En dicho contexto, es prioritario complementar los elementos básicos de reforma 
judicial antes expuesta con un sistema disciplinario efectivo que permita, orientar la 
laboral de los magistrados con los principios y valores morales que deben ser 
cualidades indispensables con relación a la investidura del magistrado. 
 
Las Repúblicas de Chile y El Salvador, sustentan su sistema disciplinario de la 
magistratura en la evaluación anual de la Corte Suprema de Justicia, para mediar el 
adecuado desempeño de sus magistrados. 
 
Las Repúblicas de Federativa de Alemania y Francia, también utilizan un sistema de 
evaluación para llevar acabo el ascenso de sus magistrados a las instancias 




Sin embargo Estados Unidos de América, no cuenta con ningún mecanismo de 
evaluación jurisdiccional, ni para la asignación del salario de sus magistrados, ni 
tampoco para el procedimiento de ascenso de los mismos.  
 
Luego de analizada las modificaciones legislativas internacionales, el mejor ejemplo de 
procedimiento disciplinario actual es el procedimiento aplicado por la República de 
Bolivia, donde se solicita a los magistrados el cumplimiento de plazos establecidos por 
la ley para la expedición de resoluciones en los casos que conocen.  
 
A mérito de acápite debe expresarse la necesidad de que se realicen investigaciones 
sobre el actuar de los magistrados denunciados por actos inidóneos, faltos de éticas o 
que trasgredan la ley de organización y funciones del órgano jurisdiccional. La 
investigación debe llevarse a cabo por comités u órganos autónomos diferenciados del 
órgano jurisdiccional, como método para velar por el cumplimiento de la independencia 






















1. La independencia judicial es una garantía constitucional indispensable para 
lograr mejorar el procedimiento de acceso a la justicia como derecho 
constitucional inherente al ciudadano. 
 
2. La independencia judicial es el medio por el cual la norma constitucional busca 
evitar que los magistrados sean contaminados, forzados u obligados por 
presiones de actores externos a parcializar sus decisiones en favor de una de 
las partes procesales. 
 
Últimamente en el Perú, hemos sido testigos de presiones al ejercicio de los 
jueces. La prensa como agente externo viene ejerciendo presión mediática 
sobre los jueces en algunos casos emblemáticos y de actualidad.  
La independencia judicial es la garantía constitucional que permite a los 
ciudadanos, confiar en la equidad e imparcialidad de la justicia y en la tutela de 




3. La independencia judicial es una herramienta para mantener la horizontalidad 
entre los magistrados que forman parte del órgano jurisdiccional; evitando que 
existan jerarquías que militaricen la relación entre sus miembros. 
 
4. La independencia judicial se encuentra directamente vinculada con las virtudes 
cardinales sobre las cuales descansa la moral de una persona y son los 
principios que sirven para el desarrollo de otras virtudes conexas como la 
como la prudencia, justicia, fortaleza y templanza. Los jueces, son la piedra 
angular del eficiente desarrollo de la labor jurisdiccional, razón por la cual 
deben ser personas moramente sólidas y constantemente capacitadas en el 

























9.1 Al Consejo Nacional de la Magistratura 
 
Se debe fortalecer la transparencia en el procedimiento de acceso al órgano 
jurisdiccional; implementando nuevos procesos para mejorar la interacción de 
los ciudadanos con los resultados de los exámenes públicos de méritos, siendo 
importante para tal efecto el uso de las páginas web institucionales del órgano 
jurisdiccional en cargado de la selección; para tal efecto, es preciso la 
publicación de las notas y las balotas de respuesta de los exámenes 
escaneados para que los ciudadanos observen de forma trasparente los 
resultados. 
 
Sumado a ello, es indispensable que el procedimiento final de entrevista de los 
magistrados, pueda ser visualizado por la ciudadanía, haciendo uso de los 
medios tecnológicos disponibles como lo son los canales de televisión digital 
del órgano jurisdiccional; de modo que la ciudadanía pueda ser partícipe de la 
elección de los miembros que formarán parte del Poder Judicial y de la Oficina 
de Control de la Magistratura (OCMA); y a su vez, participe de la elección de 
los miembros del Poder Legislativo y Ejecutivo; hecho que  reflejará  un 
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9.2 Al Poder Legislativo 
 
El organismo encargado de los procesos disciplinarios de investigación, 
sanción y remoción del cargo tanto de jueces como de magistrados, deben ser 
órganos constitucionalmente autónomos para garantizar el cumplimiento de la 
independencia interna que forma parte esencial de la investidura de la figura 
del magistrado en relación a sus pares dentro del órgano jurisdiccional. 
 
El Oficina de Control de la Magistratura del Poder Judicial (OCMA), deberá 
convertirse en un Organismo Constitucional Autónomo; sus miembros 
seleccionados por concurso público de méritos, pudiendo participar los Jueces 
de la Corte Suprema de Justicia y los Jueces de las Cortes de Justicia de la 
República. 
 
La finalidad de mantener la OCMA pero asignándole independencia mediante 
la norma constitucional, evitará generar un exceso de burocracia en la función 
pública. 
 
Este método disciplinario permitirá erradicar la desconfianza de la sociedad e 
incentivará a los abogados litigantes afectos a impropia decisión (falta de ética) 
por parte de un magistrado a denunciarlo ante el organismo jurisdiccionalmente 
autónomo que llevará a cabo la investigación para determinar la culpabilidad o 





9.3 Al Poder Judicial 
 
Como presupuesto para la evaluación disciplinaria de los magistrados deberá 
utilizarse lo dispuesto en los instrumentos legales nacionales e internacionales 
referentes al código de ética y los deberes propios a la función del magistrado. 
En la República del Perú, deberá utilizarse la ley Orgánica del Poder Judicial 
(LOPJ), la ley N° 27815, ley del Código de Ética de la Función Pública y como 
modelo de instrumento legislativo a nivel internacional El Código Modelo 
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